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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE CÚCUTA 
SALA PENAL  

 

Radicado No. 54-001-22-04-000-2021-00412-00.  

 

Cúcuta, veintisiete (27) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

 

En virtud de la nulidad decretada en providencia del 14 de septiembre de 2021, proferida por la Sala 

de Decisión de Tutelas No.1 de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de justicia, 

Magistrada Ponente la doctora PATRICIA SALAZAR CUELLAR la cual fue puesta en conocimiento 

del Despacho el día de hoy, se dispone lo siguiente: 

 

 

1º.- VINCULAR al JUZGADO   QUINTO   PENAL   DEL   CIRCUITO   CON   FUNCIÓN 

DE CONOCIMIENTO DE CÚCUTA, para que dentro del término de DOS (2) DÍAS, 

contados a partir del recibo de la comunicación, procedan a dar dentro del marco de sus 

competencias con el fin de que corra traslado del presenta auto junto con el escrito de tutela 

a las PARTES PROCESALES QUE ACTUARON DENTRO DEL PROCESO 

540016001237201700171. N.I. 2018/1149, para que en su condición de vinculadas a este 

trámite manifiesten lo que consideren pertinente frente a lo expuesto por el accionante, 

deberá remitir el informe correspondiente a este Despacho. 

 

2º.- Ante la eventual imposibilidad de enterar a las partes o a terceros interesados, súrtase 

ese trámite mediante la publicación del presente proveído en la página virtual del Tribunal 

Superior de este Distrito Judicial, a fin de informar del inicio de este decurso constitucional 

a las personas que pudieran resultar involucradas para que dentro del término de DOS (2) 

DÍAS, contados a partir del recibo de la comunicación, procedan a dar respuesta a la acción 

de tutela.  

 

3º.- Para efectos de notificación, COMUNÍQUESE este auto a las partes. A las autoridades 

relacionadas envíeseles copia del escrito de tutela y sus anexos para su defensa. 

 
CÚMPLASE 
 



 

 

 

PATRICIA SALAZAR CUÉLLAR 

Magistrada Ponente 

 

 

ATP1417-2021 

Radicación n°. 118878 

Acta 238 

 

Bogotá D. C., catorce (14) de septiembre de dos mil 

veintiuno (2021). 

 

VISTOS 

 

 

Se pronuncia la Sala sobre la impugnación interpuesta por 

NORBERTO YÁÑEZ SOLEDAD, mediante apoderado, contra 

el fallo proferido el 30 de julio de 2021 por la SALA PENAL 

DEL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 

CÚCUTA, mediante el cual negó la acción de tutela 

promovida contra el JUZGADO QUINTO PENAL DEL 

CIRCUITO CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE 

CÚCUTA y el ÁREA JURIDICA Y DIRECCIÓN COMPLEJO 
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PENITENCIARIO Y CARCELARIO METROPOLITANO DE 

CÚCUTA. 

 

Al trámite tutelar fueron vinculados el Centro de Servicios de 

los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

de Cúcuta, el Centro de Servicios del Sistema Penal 

Acusatorio de Cúcuta, la Procuraduría General de la Nación, 

el Consejo Superior de la Judicatura, y el Juzgado Primero 

de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad. 

 

ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS 

 

 Así los expuso la Sala Penal del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Cúcuta: 

 

“Indicó básicamente el actor que, el día 08 de junio del año 2021, 
el Juzgado Quinto Penal del Circuito con Función de Conocimiento 
de Cúcuta profirió en su contra una condena, la cual le fue 
notificada el día 09 de julio del presente año, y el 12 de julio 
calendario, el Centro Penitenciario y Carcelario de Cúcuta le 
informa que debe presentarse en sus instalaciones. 
  
Así las cosas, elevó derecho de petición ante el Juzgado en 
mención informando que presentaría recurso de apelación frente a 
la sentencia proferida en su contra y, así mismo, solicitando seguir 
estando en prisión domiciliaria. 
  
Que, si bien es cierto, presentó recurso de apelación, el mismo fue 
negado en razón a que la sentencia se encontraba ejecutoriada 
  
Por lo tanto, solicita sean tutelados sus derechos fundamentales a 
la dignidad humana, el acceso a la administración de justicia, a la 
igualdad, al debido proceso y el principio de progresividad, 
gradualidad y sostenibilidad y, en consecuencia, se ordene al 
Juzgado Quinto Penal del Circuito con Función de Conocimiento de 
Cúcuta explique el motivo por el cual vulneró sus derechos 
fundamentales, además le dé trámite a la apelación que fue 
presentada y así se deje sin efectos la sentencia proferida en su 
contra, por ultimo solicitó se exhorte al Inpec dejarlo en prisión 
domiciliaria hasta que se resuelva el recurso de apelación.”. 
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EL FALLO IMPUGNADO 

 

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cúcuta 

negó el amparo solicitado por NORBERTO YÁÑEZ SOLEDAD 

al considerar que no se configura ninguna violación a los 

derechos del accionante porque el JUZGADO QUINTO PENAL 

DEL CIRCUITO CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO si dio 

trámite al recurso de apelación presentado el 12 de julio de 

2021, contra la sentencia condenatoria proferida el 8 de junio 

anterior, el cual fue declarado extemporáneo en auto del 13 

de julio del mismo año.  

 

Agregó que contra esa decisión no se interpuso recurso 

alguno, por lo que quedó en firme y el expediente ya fue 

remitido a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de 

seguridad para la vigilancia de la pena impuesta. 

 

En relación con la solicitud para que se permita al 

accionante permanecer en su vivienda, el a quo señaló que el 

Juzgado Primero de Ejecución de Penas, por auto de 30 de 

julio de 2021 pidió información al Centro Penitenciario y 

Carcelario de Cúcuta para determinar si YÁÑEZ SOLEDAD 

cumple con los requisitos para la prisión domiciliaria, y 

donde se encuentra, dado que la orden de captura no aparece 

firmada por el condenado. 

  

LA IMPUGNACIÓN 



CUI 54001220400020210041201 
Número Interno 118878 
IMPUGNACIÓN TUTELA 

 4 

 

 NORBERTO YÁÑEZ SOLEDAD solicita se revoque el 

fallo impugnado porque el a quo no tuvo en cuenta que la 

sentencia no le fue notificada el 8 de junio de 2021, día que 

la expidió, sino un mes después, el 9 de julio de 2021, 

cuando ya estaba ejecutoriada, a pesar de saber dónde se 

encontraba. Por ello el 12 de julio siguiente solicitó a los 

funcionarios del INPEC que no se trasladara de su vivienda 

porque presentaría el recurso, como lo hizo dentro de los 3 

días siguientes a la notificación. 

 

 No obstante, el 13 de julio el juzgado accionado declara 

desierto el recurso porque la sentencia estaba ejecutoriada y 

no había sido notificada a él ni a su defensor, el cual falleció 

por Covid 19, y sin que se considerara, tampoco, el lugar 

donde estaba el tutelante ni sus teléfonos de contacto.  

 

CONSIDERACIONES DE LA CORTE 

 

1. Competencia 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 32 del 

Decreto 2591 de 1991, la Sala de Casación Penal de la Corte 

Suprema de Justicia es competente para resolver la 

impugnación instaurada por NORBERTO YÁÑEZ SOLEDAD, 

mediante apoderado, contra el fallo proferido por la Sala 

Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cúcuta, 

el 30 de julio de 2021. 
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Sin embargo, no es posible abordar el fondo del asunto, 

dado que durante el trámite surtido en primera instancia se 

incurrió en irregularidad sustancial que afecta de nulidad la 

actuación surtida.  

 

Ha de señalarse al respecto que NORBERTO YÁÑEZ 

SOLEDAD presentó acción de tutela para la protección de 

sus derechos porque el 9 de julio de 2021 fue notificado de 

la sentencia proferida el 8 de junio del mismo año, mediante 

la cual se le impuso la pena principal de 180 meses de prisión 

como responsable del delito de actos sexuales con menor de 

catorce años agravado en concurso homogéneo y sucesivo, 

por lo que el 12 de julio presentó recurso de apelación, el cual 

fue declarado extemporáneo por auto de 13 de julio del año 

en curso, proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito 

con funciones de conocimiento de Cúcuta. 

 

Al proceso, en el juicio concurrió la víctima y a la 

audiencia de lectura del fallo asistió su apoderada, no 

obstante, en autos de 16 y 29 de julio de 2021 el tribunal 

omitió vincularla al proceso de tutela, quien para la época de 

los hechos investigados era menor de 14 años, y actualmente 

es mayor de edad.  

 

El artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, establece que 

las actuaciones que se surten dentro del rito constitucional 

deben ser notificadas «a las partes o intervinientes», con lo que 

se garantiza la citación al trámite de los terceros 

determinados o determinables con interés legítimo en él, con 
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el fin de que puedan ejercer su defensa, conforme al artículo 

13, inciso 2° ídem.   

 

Acorde con lo anterior, y con el propósito de garantizar 

el debido proceso y los derechos de las partes e intervinientes 

dentro del proceso penal, es preciso notificar del trámite de 

la acción de tutela a la víctima, porque cualquier decisión 

sobre la demanda de tutela, favorable o desfavorable, 

necesariamente la involucra.  

 

Por ello, como el a quo resolvió la tutela propuesta 

desconociendo la necesidad de vincular a los antes 

mencionados, lo cual es indispensable a fin de resolver, de 

fondo, las pretensiones del demandante, la Sala decretará la 

nulidad del proceso de tutela desde el fallo de tutela emitido 

el 30 de julio de 2021 por la Sala Penal del Tribunal Superior 

de Cúcuta. No obstante, se deberá preservar la validez de las 

pruebas allegadas a la actuación. 

 

 

RESUELVE: 

 

 

1. DECRETAR la NULIDAD del fallo de tutela emitido 

el 30 de julio de 2021 por la Sala Penal del Tribunal Superior 

de Cúcuta. Se aclara que las pruebas recaudadas conservan 

plena validez. 

 

2. DEVOLVER las diligencias al Tribunal de origen, 

para lo de su cargo. 
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3. NOTIFICAR este proveído conforme al artículo 16 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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NUBIA YOLANDA NOVA GARCÍA 

Secretaria 



San José de Cúcuta 13 de julio de 2021 

SEÑOR: 

JUEZ DE REPARTO 
DISTRITO JUDICIAL DE CÚCUTA NORTE DE SANTANDER 

 
E  S  H  D. 

REF.: solicitud 
Acción de Tutela ART 86 de la carta política  
CONTR: JUZGADO QUINTO PENAL DEL CIRCUITO CON FUNCIÓN 

DECONOCIMIENTO DE CÚCUTA NORTE DE SANTANDER e instituto 

nacional penitenciario y  carcelario Cúcuta. 

Vinculase. A la procuraduría general de nación, al centro 

de servicio administrativo de los juzgados de penas y al 
consejo superior de la judicatura.  

Medidas cautelares SE ORDENE AL INPEC que SE HASTENGA DE 

REALIZAR EL TRASLADO DEL DOMICILIO A LA PENITENCIARIA  

HASTA TANTO EL TRIBUNAL DECIDA  

 
Respetado Señor Juez: 

YO: NORBERTO YÁÑEZ SOLEDAD con cedula de ciudadanía 

5482137 de Salazar de las palmas haciendo uso de las 

facultades que me confieren los art 13, 29, 86 de la carta 

política y el art 5 del decreto 2591 de 1991 acudo ante su 
despecho con el fin de interponer Acción de Tutela, contra 

JUZGADO QUINTO PENAL DEL CIRCUITO CON FUNCIÓN 

DECONOCIMIENTO DE CÚCUTA NORTE DE SANTANDER e instituto 

nacional penitenciario y  carcelario Cúcuta. 



Vinculase. A la procuraduría general de nación, al centro 

de servicio administrativo de los juzgados de penas y al 
consejo superior de la judicatura. Personero municipal de 

Salazar de las palmas  

 

Medidas cautelares SE ORDENE AL INPEC que SE HASTENGA DE 

REALIZAR EL TRASLADO DEL DOMICILIO A LA PENITENCIARIA  
HASTA TANTO EL TRIBUNAL DECIDA  

 

HECHOS 

PRIMERO tenemos que fui condenado por dicho juzgado 

accionado el pasado 08 de junio pero no fui notificado en su 
debido tiempo, tenemos que hasta apenas el día 09 de julio 

de 2021 que el señor personero me notifica de dicha 

sentencia y el día lunes 12 de junio del 2021 del instituto 

nacional penitenciario me llaman que debía presentarme 
elevo petición informando que dicha sentencia iba ser 

apelada y que se abstuvieran de trasladarme hasta el 

centro carcelario y solicitaba dejarme en prisión 
domiciliaria como lo venía estando por lo que también 

informe al juzgado ya que tenía 5 días avilés para 

presentar apelación ley 600 del 2000  

 
DOS: al mismo tiempo elevo la apelación con miras de 

buscar una segunda instancia y con el fin de que el 

honorable tribunal conociera de dicho recurso donde el 

día 13 el juzgado me informa que no tenía derecho a la 
apelación toda vez disque porque estaba ejecutoriada 

llevando así la violación del debido proceso ya que no fui 



notificado y a un más sin abogado quien me representara 

ya que quien me representaba falleció. 
 

Tenemos que el despacho tenia mis números de teléfono y 

tenía conocimiento donde me encontraba para realizar la 

notificación una vez profirió sentencia y no lo hizo  
 

TRES: tenemos que apenas el día 09 de julio de 2021 me fue 

notificado la sentencia condenatoria y presente 

apelación dentro del término legal  y no entiendo con el 
juzgado declara desierto la apelación disque por 

extemporánea  es evidente la acción de la violación de los 

derechos humanos y el derecho a la información  y el 

debido proceso por parte del juzgado  por ello solicito se 
tutele mis derechos al debido proceso el derecho 

igualdad, favorabilidad, por tal es urgente la 

interposición de los mecanismos de protección, por 

abstenerse el juzgado realizar un verdadero debido 
proceso  

 
DERECHOS CUYA PROTECCIÓN SE DEMANDA 

 
UNO Art 5 del decreto 2591 de 1991  
 
DOS Art  13, 28,  29  de la carta política  
 
TRES Art 2 CP), la dignidad humana (art. 1 C.P) y el acceso a 

la administración de justicia (art. 229 C.P).  

CUATRO Ley 1448 de 2011 está el principio de dignidad 

humana (art. 4), la buena fe (art. 5), igualdad (art. 6), 

debido proceso (art. 7), y el principio de progresividad, 
gradualidadi y sostenibilidad (art. 17, 18, 19) 



 
ÓRDENES A IMPARTIR 

PRIMERO. - Que se declare que JUZGADO QUINTO PENAL DEL 
CIRCUITO CON FUNCIÓN DECONOCIMIENTO DE CÚCUTA NORTE DE 
SANTANDER Ha violado el derecho fundamental consagrado 
en los artículos 13, 28, 29 de la Carta Política, al negarse 
a TRAMITAR  la apelación y al no notificar en su debido 
tiempo.  
 
SEGUNDO. - Que, como consecuencia de lo anterior, sé                                                     
que en el término de las cuarenta y ocho (48) horas 
siguientes a la notificación del fallo, proceda a explicar 
los motivos de dicha violación constitucional y responder 
por la apelación presentada dentro del término legal.   
 
 
TERCERO se ordene a la JUZGADO QUINTO PENAL DEL CIRCUITO 
CON FUNCIÓN DECONOCIMIENTO DE CÚCUTA NORTE DE SANTANDER. 
Que en el término de las cuarenta y ocho (48) horas 
siguientes a la notificación del fallo proceda a realizar 
el trámite de la apelación esto es pidiendo el proceso al 
centro de servicios de los juzgados de penas de la ciudad 
dejando sin efectos la sentencia de traslado del domicilio 
a la cárcel e informando al INPEC  que el procesado 
continua en prisión domiciliaria hasta tanto el tribunal 
resuelva la apelación o la corte suprema de justicia  
   
CUARTO así mismo que se solicite a la procuraduría el 

acompañamiento.  Y se compulse copias en contra del 

juzgado condenatorio por lo acontecido.  

QUINTO  se ordene al INPEC  dejarme en la prisión 
domiciliaria hasta que se resuelva el recurso de 

apelación presentando dentro del término legal.  



J U R A M E N T O 
 
Manifiesto bajo la gravedad de juramento que no he 
intentado otra acción por estos mismos hechos, ante ningún 
Juez colegiado ni individual. 
 

P R U E B A S 
 
Me permito anexar como pruebas las siguientes: 
 

1. Copia de la cedula de ciudadanía. 
 

2. Copias de la solicitud presentadas  
 
No siendo otro el motivo de esta solicitud y en espera de 
pronta y favorable decisión muchas gracias 
  
Atte.  

No firma  

NORBERTO YÁÑEZ SOLEDAD  
Con cedula de ciudadanía 5482137 de Salazar  

Vereda la purísima del municipio de Salazar norte de 

Santander 

Teléfono 3184970851 
Correo motor03011983@gmail.com 

mailto:motor03011983@gmail.com


                                                           

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



                                                                                                                                                                                 

 



                                                                                                                                                                                 

 



San José de Cúcuta 12 de julio de 2021 

JUZGADO QUINTO PENAL DEL CIRCUITO CON FUNCIÓN DE 

CONOCIMIENTO DE CÚCUTA NORTE DE SANTANDER  

E  S  H  D. 

 

REF: solicitud 

Asunto se ordene al INPEC no realizar el traslado hasta 

que no se resuelva la sentencia en segunda instancia y 

quede en firme  

Cordial saludo  

YO: NORBERTO YÁÑEZ SOLEDAD con cedula de ciudadanía 

5482137 NACIDO EL 11 DE 1948 HIJO DE VÍCTOR YÁÑEZ ARÉVALO Y 

ANA DE DIOS SOLEDAD haciendo uso de las facultades que me 

confieren los art. 13, 20, 23, 28, 29 de la carta política 

acudo a usted muy formal mente a solicitarle se sirva 

ordenar al INPEC  se has tenga de realizar el traslado a 

la cárcel hasta que el tribunal resuelva la apelación de 

segunda instancia por lo que le solicito seguir en prisión 

domiciliaria toda vez que requiero un tratamiento médico 

sobre mi estado grabe de salud.  

 

No siendo otro el motivo y en espera de pronta y favorable 

decisión  

Atte.  

No firma  

NORBERTO YÁÑEZ SOLEDAD  

Con cedula de ciudadanía 5482137 de Salazar  

Vereda la purísima del municipio de Salazar norte de 

Santander 

Teléfono 3184970851 

Correo motor03011983@gmail.com 

mailto:motor03011983@gmail.com


 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



San José de Cúcuta 12 de julio de 2021 

 

Instituto nacional penitenciario y carcelario INPEC CUCUTA 

NORTE DE SANTANDER.  

 

E  S  H  D. 

 

REF: solicitud 

Asunto HASTENERCE DE REALIZAR MI TRASLADO HACIA EL IPEC 

HASTA QUE EL HONORABLE TRIBUNAL RESUELVA LA APELACION 

CONTRA LA SENTENCIA TODA VEZ QUE DICHA SENTENCIA NO QUEDO 

EN FIRME Y FUE APELADA.  

Cordial saludo  

YO: NORBERTO YÁÑEZ SOLEDAD con cedula de ciudadanía 

5482137 haciendo uso de las facultades que me confieren 

los art. 13, 20, 23, 28, 29 de la carta política acudo a usted 

muy formal mente a solicitarle se sirva  abstenerse de 

realizar el traslado a la cárcel hasta que el tribunal 

resuelva la apelación de segunda instancia  TODA VEZ QUE 

NO QUEDE EN FIRME por lo que le solicito seguir en prisión 

domiciliaria toda vez que requiero un tratamiento médico 

sobre mi estado grabe de salud.  

No siendo otro el motivo y en espera de pronta y favorable 

decisión.  

Atte.  

No firma  

NORBERTO YÁÑEZ SOLEDAD  

Con cedula de ciudadanía 5482137 de Salazar  

Vereda la purísima del municipio de Salazar norte de 

Santander 

Teléfono 3184970851 

Correo motor03011983@gmail.com 

mailto:motor03011983@gmail.com


 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 



San José de Cúcuta 12 de julio de 2021 

 

JUZGADO QUINTO PENAL DEL CIRCUITO CON FUNCIÓN DE 

CONOCIMIENTO DE CÚCUTA NORTE DE SANTANDER  

E  S  H  D. 

 

REF: solicitud 

Asunto apelación al fallo  de sentencia notificado el día 

viernes 09 de julio de 2021 con fecha de fallo el 08 de junio 

del 2021 art 31 de la carta política  

 

Cordial saludo  

YO: NORBERTO YÁÑEZ SOLEDAD con cedula de ciudadanía 

5482137 NACIDO EL 11 DE 1948 HIJO DE VÍCTOR YÁÑEZ ARÉVALO Y 

ANA DE DIOS SOLEDAD haciendo uso de las facultades que me 

confieren los art. 13, 20, 28, 29 y 31 de la carta política 

acudo a usted dentro del término legal a presentar 

apelación en contra del fallo, fallo del pasado 08 de 

junio del 2021 ero fui notificado a través del personero el 

día 09 de julio de 2021 y por eso hoy presento l apelación 

dentro del término legal.  

PRIMERO. Respecto pero no comparto la decisión del señor 

juez al proferir sentencia condenatoria al validar ese 



montón de mentiras que se dijo dentro de este proceso por 

parte de la supuesta víctima donde nada dice de su tío con 

quien la descubrí en el cafetal y cuando les reclame me 

armaron todo este proceso para tenerme a mi pagando y 

el que real mente abuso de ella esta suelto, tenemos que 

según conocimiento su tío la vendía al mejor postor y se la 

pasaba con ella en el rio Zulia y incluso vivió con ella 

siendo una menor.  Tenemos que dentro del proceso no 

aparece el dictamen o el examen que demuestre que ella 

allá dicho la verdad y solo se vio un reo de mentiras por 

cuanto no se observó claridad sobre la  supuesta 

violación. 

DOS: tenemos que no existe certeza y menos veracidad 

tenemos dudas qué no fueron despejadas dentro este 

proceso.   

TRES. Tenemos que el juzgado dita sentencia y no tiene en 

cuenta mi grabe enfermedad pulmonar por lo que el 

despacho anterior me llevo a prisión domiciliaria, 

olvidando que en el INPEC no existe el cuidado suficiente 

para dicha enfermedad  y por lo que solicito en caso de 

confirmar sentencia dejarme en prisión domiciliaria  

CUATRO: tenemos que el juzgado se sobre paso los límites 

del llamado ya que la sentencia debió haberse impuesto 

por ocho años pena menor más 6 seis meses de agravante 

estamos frente a una verdadera violación del debido 

proceso todo por cuanto no debía a ver sobre pasado el 

máximo del llamado  



La igualdad ante la ley se trata de un principio 
jurídico que establece una serie de derechos, deberes y 
garantías comunes para todos los ciudadanos de una 
sociedad. Se excluyen, por lo tanto, discriminaciones de 
cualquier tipo (religiosas, étnicas, de género...) y 
privilegios (derivados, por ejemplo, de títulos nobiliarios). 
Significa que la aplicación de las leyes sobre los 
ciudadanos no está condicionada por el tipo de persona a 
la que se aplica. 
 
La Declaración Universal de los Derechos Humanos señala 
en el artículo 7 que ‘todos (los seres humanos) son iguales 
ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual 
protección de la ley'. En muchos países, el principio de 
igualdad ante la ley aparece recogida en la Constitución. 
Sin embargo, en la mayoría de países no existe una 
auténtica igualdad ante la ley, siendo en ocasiones un 
formalismo y no  
 
Una realidad. Se suele entender que el sistema 
democrático está fundamentado en la igualdad de sus 
ciudadanos ante la ley, aunque en muchos casos no se 
cumple este principio. 
En cuanto a la obligación que tiene el Estado de proteger 

especialmente a aquellas personas que por nuestra 

condición económica, física o mental, se encuentran en 

circunstancia de debilidad manifiesta,  

“ARtICULo 13. Todas las personas nacen libres e iguales 

ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las 

autoridades y gozarán de los mismos 

derechos, libertades y oportunidades sin Ninguna 

discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional 

o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 



El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad 

sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de 

grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas 

que, por su condición económica, física o mental, se 

encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 

sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se 

CometAn.” 

 

El fin del derecho es la justicia, pero la justicia no emerge 

de la simple voluntad de quienes la invocan. El 

reconocimiento de los derechos se hace inútil sin los medios 

para hacerlos efectivos. Cuando se conjugan la voluntad 

de buscar la justicia y los mecanismos para su efectividad 

nos encontramos frente al derecho procesal. 

El proceso, que debiera ser la clara manifestación de la 

voluntad del Estado por garantizar el acceso a la 

justicia pronta y eficaz, en ocasiones termina siendo un 

óbice para el encuentro entre las expectativas de quienes 

acuden a la jurisdicción, las garantías consagradas en 

las normas sustantivas y las soluciones jurisdiccionales 

equitativas y definitivas manifestadas en una sentencia. 

Contrario a los altos ideales de la justicia, a los 

derechos consagrados en la Constitución Política y a las 

necesidades más apremiantes de la sociedad, en nuestro 

medio el uso indebido de algunos recursos procesales se ha 

venido convirtiendo en un obstáculo casi que insalvable 



para obtener una justicia oportuna y eficaz. El acceso a 

la justicia está garantizado formalmente por lo que 

diariamente se interponen todo tipo de demandas, 

denuncias y requerimientos, muchos de los cuales no 

logran una resolución oportuna y no pocas veces las 

decisiones judiciales y administrativas cuando el interés 

procesal ha desaparecido o peor aun cuando el interesado 

ha fallecido. 

Es de conocimiento público que en Colombia los procesos 

civiles son los más demorados y la justicia colombiana es 

una de las más lentas del mundo, es decir, las reales 

expectativas frente a un procedimiento civil no pueden ser 

muy altas. Aunado a esta lamentable realidad se suma el 

ímprobo  actuar de quienes acuden al fraude, el engaño, la 

temeridad, el abuso del derecho y cuanto recurso 

produzca la imaginación para intentar evadir las 

responsabilidades. 

Las dilaciones, actuaciones temerarias, abuso del 

derecho, falsas denuncias y fraudes procesales, 

parecieran ser parte del portafolio regular de muchos 

profesionales de la justicia quienes se especializan en 

hacer de la celeridad de la justicia un simple concepto que 

no encuentra su realización en la cotidianidad de la 

justicia colombiana. 

Lo que dentro de este proceso no hubo  

SOBRE LA POSIBILIDAD, LA PROBABILIDAD, LA VERDAD Y LA 
CERTEZA (I) 



SOBRE LA POSIBILIDAD, LA PROBABILIDAD, LA VERDAD Y LA 
CERTEZA (I) 

Ensayo crítico 

Los principios y resultados generales de la Teoría de la 
PRobAbILIdAd se APLICAn “A Los PRobLemAs más ImPoRtAntes 
de la vida, la mayor parte de los cuales no son sino 
PRobLemAs de PRobAbILIdAd”, señALA LAPLACe en LA bReve 
introducción de su ensayo. Por ello, se aplican también a 
los principios de la razón, la justicia y la humanidad. 

Dice Giacomette, en su obra: 

“PoR PRUebA se entIende eL gRAdo de Convicción que alcance 
determinada realidad en el entendimiento del juzgador. En 
caso de que el juez se convenza de la realidad de unos 
hechos, estaremos en la presencia de la certeza, estadio 
(…) donde eL sUjeto tIene eL más ALto gRAdo de ConfIAnzA 
en que realidad mental guarda identidad con la realidad 
exteRnA”. 

Por otro lado, Laplace nos enseña: 

“CUAndo todos Los CAsos son fAvoRAbLes A Un 
acontecimiento, su probabilidad se convierte en certeza y 
su expresión resulta igual a la unidad. En este sentido, la 
certeza y la probabilidad resultan comparables, aun 
cuando exista una diferencia gradual entre dos estados 
del espíritu, cuando una verdad le es rigurosamente 
demostrada y cuando percibe aún una pequeña fuente de 
eRRoR”. 

Con los medios de prueba se le quiere llevar certeza al 
juez sobre el acaecimiento de unos hechos. Si los hechos 
relevantes probados son favorables a un acontecimiento, 
su probabilidad se convierte en certeza. 

Y la Corte Suprema de Justicia de Colombia, dijo: 

“en efeCto, ‘PARtIendo de LA bAse de qUe LA dIsCRetA 
autonomía de los juzgadores de instancia en la 



apreciación de las pruebas conduce a que los fallos 
lleguen a la Corte amparados en la presunción de acierto 
y legalidad, es preciso subrayar que los errores de hecho 
que se les endilga deben ser ostensibles o protuberantes 
para que puedan justificar la infirmacion del fallo, 
justificación que por lo tanto no se da sino en tanto quede 
acreditado que la estimación probatoria propuesta por el 
recurrente es la única posible frente a la realidad 
procesal, tornando por lo tanto en contraevidente la 
formulada por el juez; por el contrario, no producirá tal 
resultado la decisión de sentenciador que no se aparta de 
las alternativas de razonable apreciación que ofrezca 
la prueba o que no se impone frente a esta como 
afirmación ilógica y arbitraria, es decir, cuando sólo se 
presente apenas como una posibilidad de que se haya 
equivocado. Se infiere de lo anterior, entonces, que 
cualquier ensayo crítico sobre el ámbito probatorio que 
pueda hacer más o menos factible un nuevo análisis de los 
medios demostrativos apoyados en razonamientos lógicos, 
no tiene virtualidad suficiente para aniquilar una 
sentencia si no va acompañado dela evidencia de la 
equivocación por parte del sentenciador, error que, según 
lo precisa el artículo 368 del Código de Procedimiento Civil, 
debe aparecer de manifiesto en los autos lo que equivale 
A exIgIR qUe seA PALmARIo; ´…sI eL yeRRo no es de estA 
naturaleza, prima facie, si para advertirlo se requiere de 
previos y más o menos esforzados razonamientos, o si se 
manifiesta apenas como una posibilidad y no como una 
certeza, entonces, aunque se demuestre el yerro, ese 
suceder no tendrá incidencia en el recurso 
extRAoRdInARIo…´(….)” 

Lo anterior quiere decir, que el razonamiento propuesto 
por el casacionista debe ser el único posible de arrojar 
verdadera certeza sobre los hechos que se pretendía 



demostrar. No debe ser una posibilidad, ni una 
probabilidad, sino plena certeza. 

Cuál es la diferencia entre posibilidad, probabilidad y 
certeza? Y qué papel juega el concepto de verdad entre 
ellos? 

Tal como leímos en el párrafo citado, la Corte pasa de la 
posibilidad a la certeza, pasando por alto la 
probabilidad de la ocurrencia de la proposición 
portadora de la verdad. Un hecho o suceso es algo real 
que ocurre o no ocurre y la proposición que lo expresa es 
verdadera (si ocurre) o falsa (si no ocurre). 

Cuando el juez de instancia emite el juicio reflejado en la 
sentencia, se sitúa entre la aceptación y la refutación. El 
juicio emitido se basa en unas condiciones iniciales, 
ConfoRmAdA PoR Los “heChos” foRmULAdos bAjo LA 
modalidad de proposiciones, y la Corte la admite, presume 
que ese juicio es válido. El recurrente debe demostrar 
cuando ataca ese juicio, que sólo existe otro juicio válido, 
no hay posibilidades ni probabilidades de que haya otro. El 
juicio emitido recae o se ha desarrollado sobre una 
alternativa, sobre dos resultados posibles e 
incompatibles: o es verdadero o es falso. 

LA o LAs PosIbILIdAdes “sUPonen multiplicidad, o al menos 
dUPLICIdAd” (gUtIéRRez, P.9). LA CoRte ReChAzA qUe hAyA 
graduación de la posibilidad, al contrario de los 
partidarios de la teoría de la posibilidad objetiva, que es 
una posibilidad empírica, escuela en la cual encontramos 
a Laplace. 

La Corte acoge una teoría de la posibilidad de rasero 
subjetivista. Para estos, lo posible no tiene graduación, 
ImPosIbILIdAd es eL sentIdo negAtIvo de CeRtezA. “sI A es 
CIeRto, Lo ContRARIo de A es ImPosIbLe”. PARA InfIRmAR UnA 
sentencia, sólo se encuentRA “jUstIfICACIón qUe PoR Lo 



tanto no se da sino en tanto quede acreditado que la 
estimación probatoria propuesta por el recurrente es la 
únICA PosIbLe.”, dIjo LA CoRte. 

“LógICAmente, UnA PRoPosICIón o sUCeso, o es PosIbLe o no Lo 
es: una acción es moralmente posible o no lo es; un 
acontecimiento histórico pudo ocurrir o no. En estos 
ejemPLos no PUede hAbeR más o menos” 

Para las teorías objetivas las posibilidades son 
graduables, todas esas posibilidades sobre la ocurrencia 
de un suceso es lo que se llama espacio de referencia o 
espacio muestral, como lo llaman los empiristas. Cuando 
se realiza una de esas manifestaciones posibles ocurre un 
suceso. (Se produjo el daño que invoca el demandante?). Se 
realizó o no el suceso? El suceso es algo real que ocurre o 
no ocurre. La proposición que la expresa es verdadera si 
ocurre, y falsa si no ocurre. 

Sin embargo, para llegar a la certeza es necesario 
partir de un punto cero: la incertidumbre. El proceso 
judicial es precisamente para pasar de la incertidumbre a 
la certidumbre, a la certeza, acerca de la verdad o 
falsedad de las proposiciones sobre las que se construyen 
Los “heChos” deL CAso, medIAnte eL ReCoRRIdo de UnAs 
etapas, y en cada una de ellas se cuestiona acerca de 
cómo se ha llegado hasta allí para producir ese fallo. 
Bien, con la información inicial que se tiene del caso, se 
construyen las posibilidades con base en las creencias de 
nuestros conocimientos, valores y experiencias, y de allí 
se obtienen las probabilidades (que miden su intensidad o 
grado) de la verdad o falsedad de la proposición. 

ese PRoCeso PsíqUICo qUe ReALIzAmos sobRe Los “heChos”, 
con base en la sana crítica, nos han de conducir a un 
resultado concreto: el saber sobre algo específico que 
nos estamos preguntando. Este saber o conocer culminan 
en un juicio, que confirma o niega una proposición. A ese 



juicio llegamos mediante la certeza sobre algo. Tenemos 
plena certeza sobre el conocimiento de algo? Hay 
posibilidad de un error? Como siempre cabe la posibilidad 
de un error al emitir un juicio, por ello existen los 
recursos, para que el superior confronte el juicio emitido 
en la sentencia, con la ley. 

En materia civil, el grado de certeza se pretende que sea 
absoluto, como lo dijo la Sala Civil, en la sentencia 
citada, lo que quiere decir que acoge la tesis 
subjetivistas; pero, en materia penal, esa certeza es 
relativa, pues se entiende como algo más allá de una duda 
razonable, lo que deja espacio a un cierto grado de 
incertidumbre, cabe un poco la lógica de lo probable 
frente a la lógica de lo cierto. Por tanto, acoge, teorías 
de corte objetivo. 

 

Qué es Duda: 
La duda es la vacilación o indecisión que se tiene entre dos 
o más juicios o decisiones; o la incertidumbre que se 
experimenta ante determinados hechos y noticias. La 
palabra, como tal, deriva del verbo dudar, que a su vez 
procede del latín dubitāre, qUe sIgnIfICA ‘vACILAR entRe dos 
CosAs’. 
La duda, en este sentido, supone la carencia de certezas 
en el pensamiento o las acciones. Así, la duda puede 
afectar las decisiones, la confianza y el juicio de una 
persona. Incluso, la duda puede suscitar una vacilación 
del ánimo en torno a la fe y las creencias religiosas. 
La duda, asimismo, puede emplearse como una herramienta 
para acceder o acrecentar el conocimiento, bien sea 
científico o filosófico. Como tal, la duda es un instrumento 
de indagación y cuestionamiento que parte de la 
aceptación de un estado inicial de ignorancia para el 



abordaje metódico de aquello sobre lo que nos 
interrogamos. En este sentido, la duda es fundamental 
para determinar la validez de un conocimiento. 

 

Credibilidad es la cualidad de creíble (que puede o merece 

ser creído). El término procede del vocablo 

latino credibilis. Por ejemplo: “eLLA perdió toda la 

credibilidad conmigo cuando me mintió acerca de su 

relación con LAUtARo”, “es un hombre respetado y de mucha 

CRedIbILIdAd”, “LA doctora Irene Sánchez construyó su 

credibilidad gracias a la honestidad de su trabajo 

CotIdIAno”. 

La credibilidad, por lo tanto, hace referencia a 

la capacidad de ser creído. No está vinculado a la 

veracidad del mensaje, sino a los componentes objetivos y 

subjetivos que hacen que otras personas crean (o no) en 

dichos contenidos. Para tener credibilidad, la persona o la 

información deben generar confianza en los demás. 

Pueden darse los dos siguientes casos: que una persona 

diga la verdad y nadie le crea; que alguien mienta pero 

sus interlocutores confíen en sus palabras al pie de la 

letra. Esta diferencia está vinculada a la credibilidad de 

las personas y a su capacidad para convencer al prójimo. 

Sin embargo, es importante recordar que la base de la 

credibilidad debería ser siempre la honestidad, dado que 

ninguna persona logra construir un círculo de amigos que 

dure toda la vida si intenta sustentarlo con mentiras y 
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falsedad. No importa lo mucho que alguien haya 

conseguido influenciar a su entorno: si se descubre que no 

ha sido honesto, su estructura probablemente se 

desmoronará. 

En algunas profesiones y oficios, la credibilidad es un 

valor imprescindible. Los políticos y los periodistas deben 

resultar creíbles, de lo contrario sus trabajos pierden 

importancia. El político que no tiene credibilidad no será 

votado en las elecciones, mientras que el periodista que se 

encuentra en la misma situación no tendrá buena recepción 

por parte del público. Muy curiosamente, esto no ocurre en 

el mundo del espectáculo ni en la industria del 

entretenimiento electrónico. 

Las grandes empresas suelen jugar al límite de la 

honestidad, manipulando la verdad a su conveniencia para 

abrirse camino en los momentos difíciles, e intentando 

compensar a sus consumidores cada vez que atraviesan 

una buena temporada. Es sabido que vivimos en una era 

frenética, de cambios constantes y de grandes exigencias 

por parte del público hacia los diferentes mercados; el 

volumen de información del cual disponemos ha convertido 

al inocente comprador en un aspirante a experto, que 

quiere siempre más de lo que recibe. 

Ante este fenómeno, los colosos de la industria se ven 

forzados a mentir más de una vez para ganar tiempo y 

preparar un producto que realmente satisfaga las 

https://definicion.de/estructura/
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necesidades de sus consumidores. Año tras año, se nos 

presenta el mejor televisor, el teléfono móvil más 

avanzado, el procesador más rápido; resulta sospechoso 

que todas las compañías dispongan del producto más 

sofisticado, siendo que coexisten decenas de alternativas. 

La preparación de un producto para su lanzamiento al 

mercado, dependiendo del sector, suele tomar un mínimo de 

seis meses, pero en algunos casos puede durar varios años. 

Ni siquiera los expertos están exentos de dar pasos en 

falso, de dedicar una buena porción de su vida a un 

proyecto sin futuro; pero el dinero que se invierte en 

ciertas decisiones hace imposible echarse atrás, por lo 

cual a menudo las empresas se ven obligadas a presentar 

al mundo una creación en la cual no confían. 

Es ese el momento en el cual atentan contra su propia 

credibilidad, mirando a su público a la cara y 

asegurándole que han dado con un producto del cual no 

podrán prescindir. Lo mismo ocurre con actores y 

cantantes, con directores y guionistas: no es común que los 

medios de comunicación reconozcan el fracaso de los 

grandes artistas; se intenta proteger una imagen 

artificial de perfección, y esto se logra a base de 

mentiras, las que la audiencia misma quiere oír. 
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1.    MEOTODOLOGIA: 
 

El fraude procesal es un tema amplio, heterogéneo y no 

suficientemente estudiado en nuestro contexto. La 

bibliografía al respecto es muy escasa y no se encuentran 

estudios objetivos, ni estadísticas oficiales, ni 

extraoficiales sobre la magnitud del problema. 

Los documentos de las entidades que debieran dar cuenta 

de la recurrencia de esta práctica que se constituye en 

delito no muestran ninguna cifra concreta. Solo se puede 

acceder a cifras globales en las que no se particulariza 

el peso porcentual de los procesos por posibles delitos. 

Por  las razones expuestas metodológicamente se procede 

a través del DISEÑO DESCRIPTIVO con el fin de identificar 

características, propiedades, dimensiones y regularidades 

en el objeto de estudio. 

Partimos de la doctrina sobre el tema, la cual analizamos 

de manera en paralela al desarrollo legislativo y 

jurisprudencial. También acudimos al método de análisis de 

derecho comparado, para aproximarnos al manejo 

legislativo que se da otros países a esta misma 

problemática. 

Por tratarse de un fenómeno jurídico de alto impacto 

social también indagamos en los medios de comunicación, 

especialmente a través del acceso a los archivos 

históricos disponibles a través de Internet. 



Como complemento de la metodología, hacemos acopio de 

las experiencias directas e indirectas sobre la 

problemática, ya que el fenómeno objeto de estudio es de 

ocurrencia en el medio donde laboralmente nos venimos 

moviendo desde hace algún tiempo, y por la gravedad con 

que lo percibimos lo hacemos objeto de este estudio. 

 
 

2.    EL FRAUDE COMO HECHO SOCIAL: 
 

Las sociedades regidas por el derecho, hoy casi todas, 

oscilan entre la eficiencia de la justicia en materia de 

resultados y la rigurosa salvaguarda de las formas 

procesales. Una y otra son deseables. Si se prioriza la 

eficiencia, seguramente tocará dejar de lado algunas 

garantías procesales; si se garantiza el procedimiento se 

compromete la eficiencia. 

En sociedades como la nuestra esta yuxtaposición de 

intereses se desarrolla desde dos frentes. El primero 

tiene por protagonista a los usuarios de la justicia, 

quienes pretenden soluciones prontas y acordes con sus 

expectativas. En el segundo frente encontramos a la 

administración de justicia, a veces más interesada en 

cuidar las formas procesales que en ofrecer soluciones a 

quienes acuden a ella. 

Quienes se sirven de la justicia y son respetuosos de las 

formalidades legales, verán con tristeza que sus 

contrapartes, en ejercicio de una evidente carencia de 



lealtad procesal, encontrarán resueltas de manera más 

pronta y satisfactorias sus pretensiones. 

Es un hecho recurrente escuchar en los noticieros y leer 

en las noticias que se montan verdaderas empresas 

criminales para defraudar al Estado. Con titulares como 

“Así fUnCIonAbA eL CARteL de Los jUeCes y AbogAdos en eL 

PAís”[1]se comunica que nuevamente algunos profesionales 

del derecho emplean su conocimiento y experticia para ir 

en contra de la rectitud y los intereses del Estado. En la 

noticia que acompaña el titular mencionado, se daba 

cuenta, en noviembre de 2011, de una investigación que 

involucra a más de cien personas en el departamento de 

Magdalena que se apoderaron de 15.000 milones de pesos 

del Instituto de Seguros Sociales. Muchos de ellos, eran 

abogados. 

 

No es gratuito entonces que seamos percibidos como uno de 

los PAíses más CoRRUPtos deL mUndo. “CoLombIA es eL PAís 

más corrupto del continente, según un estudio realizado 

por la organización Barómetro de las Américas, que mide 

LA PeRCePCIón de Los CIUdAdAnos.”[2] Otro tanto había 

InfoRmAdo en dICIembRe de 2012 LA RevIstA semAnA: “en UnA 

esCALA AsCendente en LA qUe 0 CoRResPonde A PAíses “mUy 

CoRRUPtos” y 100 a “mUy LImPIos”, CoLombIA ALCAnzó UnA 

calificación de 36 puntos. Entre los 176 evaluados por el 

IPC, el país se ubicó en la posición 94.”[3] 
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No en vano nuestro novel de literatura nos describía de la 

siguiente manera: 

Dos dones naturales nos han ayudado a sortear ese sino 
funesto, a suplir los vacíos de nuestra condición cultural 
y social, y a buscar a tientas nuestra Identidad. Uno es el 
don de la creatividad, expresión superior de la 
inteligencia humana. El otro es una arrasadora 
determinación de ascenso personal. Ambos, ayudados por 
una astucia casi sobrenatural, y tan útil para el bien 
como para el mal, fueron un recurso providencial de los 
IndígenAs ContRA Los esPAñoLes (…)[4] 
 
 

Ante este panorama poco alentador, de tanto en tanto se 

alzan voces y se lanzan propuestas para conjurar o por 

lo menos atenuar el problema. Entre tanto los despachos 

judiciales con casi 3.000.000 de procesos por resolver[5]se 

ven asfixiados por el desorden, la precariedad de la 

infraestructura, la mala fama y una deplorable timidez 

para tomar decisiones y hacer avanzar las diligencias. 

 

En este panorama poco alentador surge como 

protagonista de la congestión y la ineficiencia la figura 

del FRAUDE PROCESAL consagrado en la legislación penal y 

encaminado a sancionar a quienes pretendan abusar de la 

justicia o de la administración pública. 
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Este insumo que bien pudiera ser un elemento desmotivador 

para quienes se aproximan a la administración pública con 

ánimo delictivo, al parecer se está transformando en 

cortapisa para quienes buscan celeridad en los procesos. 

 

Los medios y las modalidades para adelantar conductas 

enmarcables dentro de la tipología del FRAUDE PROCESAL 

son incontables. A pesar de la gravedad del tema 

escasean los estudios, las estadísticas y la información 

técnicamente sistematizada que permita proyectar un 

diagnóstico objetivo sobre la gravedad de la situación. 

 
 

3.    LA CONGESTIÓN JUDICIAL EN CIFRAS: 
 

 

Es inocultable el hecho de que la justicia colombiana está 

congestionada. Es un hecho cierto y de dominio público que 

no requiere prueba. Saber cuál es la verdadera dimensión 

del problema y vislumbrar alternativas de solución 

realistas y eficaces es un reto para todos los estamentos 

de la sociedad, toda vez que el problema nos afecta a 

todos, aun a aquellos que por no tener asuntos bajo una 

cuerda procesal se sienten ajenos al problema. 

 

El Estado, como primer responsable de garantizar el 

acceso a la justicia parece no acertar en cuanto a 



estrategias para conjurar el problema: fallidas 

reformas a la justicia, medidas extraordinarias para 

descongestionar despachos, prolongación de dichas 

medidas, creación de instancias y mecanismos alternativos 

de solución de conflictos, son algunos de los recursos a 

los que se ha apelado en los últimos años. Medidas poco 

eficaces que en el mejor de los casos solo han servido 

para contener el problema, pero no para menguarlo y 

mucho menos para solucionarlo. 

 

Los informes oficiales dan cuenta de mejorías, unas leves y 

otras significativas; unas y otras parecen no ser 

percibidas por quienes habitualmente acuden a los 

despachos judiciales. Las cifras que maneja y publicitan 

tanto el Gobierno como la Rama Judicial distan 

significativamente de las que manejan entidades no 

gubernamentales y organismos multilaterales. Pareciera 

que las cifras que presenta y acomodan Rama y Gobierno 

fueran simples sofismas para justificar las cuantiosas 

inversiones que no producen resultados alentadores, o en 

el peor de los casos, cortinas de humo para esconder un 

posible y quizás no muy lejano colapso del servicio público 

de la justicia. 

 

Dentro de las entidades que desarrollan estudios en este 

sentido encontramos a la CORPORACIÓN EXCELENCIA EN LA 



JUSTICIA que reporta preocupantes índices de corrupción, 

litigiosidad,  e ineficiencia[6]: 

 

SEGÚN EL BANCO MUNDIAL, COLOMBIA OCUPA EL PUESTO 150, 
ENTRE 183 PAÍSES, EN LA EFICIENCIA JUDICIAL, LO CUAL 
CONVIERTE ES ESTA JUSTCIA EN LA TERCERA MÁS LENTA EN 
AMÉRICA LATINA.  

 

Al paro judicial que se vive en Colombia se suman los 
graves problemas de congestión que hoy afronta el 
sector judicial. 

Según un documento conocido por Caracol Radio, a finales 
de 2011 se encontraban 2´442.804 procesos acumulados en 
las distintas jurisdicciones. 

El problema es tan crítico que de acuerdo con un informe 
del Banco Mundial, Colombia ocupa el puesto 150 entre 183 
países en la eficiencia de la resolución de controversias 
actuales y el puesto 178 entre 183 países en el sub-
indicador de celeridad, lo cual convierte a la justicia del 
país en la sexta más lenta del mundo y la tercera en 
América Latina y el Caribe. 

La especialidad en Colombia que presenta el nivel más 
alto de congestión es la civil con un 52 por ciento 
correspondiente a 1´258.133 procesos. De esta cifra el 83 
por ciento está a cargo de los juzgados municipales. 

 

Si se pensara en acercar la justicia colombiana a los 
niveles internacionales, por lo menos en lo atinente a la 
disponibilidad de despachos judiciales por habitantes, se 
tendrían que crear más de 6.900 despachos de manera 
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inmediata e incrementarlos a razón de 135 por año para 
responder al crecimiento de la población. 

El comportamiento histórico de la participación de la 
rama judicial en el presupuesto general de la Nación, a 
partir de la expedición de la Constitución de 1991, muestra 
primero una tendencia creciente hasta finales de los 90 
donde alcanza una participación del 2 por ciento. 

Luego presenta un decrecimiento constante hasta 
alcanzar el 1.1 por ciento en el 2003, permaneciendo 
estancada entre el 1.1 y el 1.2 % hasta finales de 2010, 
para crecer levemente a los niveles actuales del 1.5 por 
ciento. 

Para el 2012, el Gobierno Nacional, con el aporte de la 
rama judicial y la Fiscalía General de la Nación, dejaron 
una partida por 140.000 millones de pesos, con el fin de 
comenzar el proceso de nivelación salarial del sector. 

El presidente de Asonal Judicial, Luis Fernando Otálvaro, 
manifestó que el problema del sector es muy grave y que 
la falta de recursos ha provocado que la justicia en 
Colombia tenga problemas de congestión en todos los 
despachos. 

Dijo que salarial tiene un retraso de más de 20 años y que 
podría tener un costo del orden de 1.5 billones de pesos, sin 
contar con la retroactividad. 

Explicó que para el presente año la nivelación vale 
280.000 millones y el Gobierno Nacional se comprometió con 
tan solo 140.000 millones. 

 

Por ello, afirmó que el paro de Asonal Judicial se 
mantendrá vigente en la presente semana.[8] 
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4.    ANTECEDENTES HISTÓRICOS: 
 

El pueblo romano, gestor del derecho en occidente, 

consagró las primeras figuras jurídicas encaminadas a 

dar solución legítima a las controversias de intereses, sin 

embargo no alcanzó a avizorar la necesidad de 

consagrar una figura que castigara a quienes usando de 

manera desleal del derecho[9]. Por supuesto los romanos 

entendían que la actividad judicial era vulnerable a la 

mentira, la intriga y la deshonestidad, e imprimieron al 

ejercicio del derecho la necesidad de obrar con 

transparencia y honestidad. La lealtad procesal es, por 

consiguiente, inherente al ejercicio del derecho desde sus 

inicios. 

Por lo anteriormente expuesto solicito del tribunal 

revocar la sentencia condenatoria y en mi favor se dicha 

sentencia absolutoria  

Atte.  

No firma  

NORBERTO YÁÑEZ SOLEDAD  

Con cedula de ciudadanía 5482137 de Salazar  

Vereda la purísima del municipio de Salazar norte de 

Santander 

Teléfono 3184970851 

Correo motor03011983@gmail.com 
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